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Resumen 

El Departamento Nacional de Planeación tiene dentro de sus funciones 
misionales “brindar asesoría y asistencia técnica a las entidades públicas 
del orden nacional y territorial para el desarrollo de sus funciones” 
(Decreto 1893 de 2021). Al respecto, la Subdirección de Vivienda y 
Desarrollo Urbano es la responsable de “consolidar la prospectiva 
sectorial de mediano y largo plazo, y brindar el apoyo técnico a las 
entidades cabeza de sector, para la formulación de políticas, planes, 
programas, proyectos y demás instrumentos de planeación en el ámbito 
Vivienda y Desarrollo Urbano”. 
 
El presente documento tiene como objetivo realizar un análisis del 
arrendamiento, considerando la reglamentación en Colombia, así como 
experiencias internacionales, con el objetivo de proponer un modelo de 
arrendamiento social en el país que contribuya a proveer de una vivienda 
digna a los hogares más vulnerables del país, ayudar a la disminución del 
déficit habitacional y contribuir con la formalización de un esquema de 
negocios que se estima en 60 billones de pesos anuales.  
 
El análisis da cuenta de los beneficios que puede tener la inclusión de 
modelos de renta social en la política habitacional. En términos generales, 
se observa que soluciones de arrendamiento pueden ser más económicas 
que alternativas como la construcción o adquisición de vivienda mientras 
que permite solucionar dificultades para el acceso a vivienda como el 
acceso al crédito o informalidad en los ingresos, y ofrece una mayor 
flexibilidad para los hogares brindándoles la oportunidad de mejorar su 
acceso a mercados laborales formales generando posibilidades de 
desarrollo económico y social en los hogares. 
 
Palabras Claves: Hábitat integral, Política habitacional, Subsidio Familiar 
de Vivienda, Vivienda de Interés Social. 
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1. Objetivo 

1.1. Objetivo General 

Realizar un análisis del arrendamiento en Colombia, evaluando la reglamentación local como diversas 
experiencias internacionales, con el propósito de proponer un modelo de arrendamiento social, facilitar el 
acceso a soluciones habitacionales y fortalecer la reducción del déficit habitacional. 

1.2. Objetivos Específicos 

• Analizar las experiencias internacionales y del país en la formulación de programas de arrendamiento 
de vivienda. 

• Realizar una caracterización de las condiciones habitacionales y socioeconómicas. 

• Caracterizar el mercado de arrendamiento en el país. 

• Elaborar una propuesta de modelo de arrendamiento social. 
 

2. Modelos de renta social. Experiencias internacionales 

De acuerdo con CAF (2024) el arrendamiento social de vivienda “se refiere a un modelo de provisión de 
vivienda asequible que busca ofrecer opciones de alquiler a precios por debajo del mercado para personas 
y familias de bajos ingresos o en situación de vulnerabilidad”. De igual forma, de acuerdo con la OCDE 
(2024) esta vivienda se define como un alojamiento residencial de alquiler que se ofrece a precios inferiores 
a los del mercado y se asigna de acuerdo con reglas específicas. 

Este puede ofrecer beneficios a la demanda, respecto a alternativas como la propiedad, al ser más asequible, 
brindar una mayor movilidad al eliminar en gran medida los costos de transacción, y brindar una potencial 
mejor ubicación en zonas consolidas de la ciudad, entre otros. Desde el lado de la oferta, permite a los 
operadores incidir en los estándares de calidad de las viviendas, reutilizar inmuebles subutilizados que 
acerquen la vivienda al transporte público y servicios urbanos, y movilizar inversión privada con retorno 
financiero.  

La materialización de un modelo arrendamiento social de vivienda, exige a la política pública abordar posibles 
barreras asociadas a cada una de las etapas del ciclo, con el fin de generar un entorno propicio para su 
desarrollo (CAF, 2024; Secretaría Distrital del Hábitat, 2023). Así, se deben considerar aspectos como la 
identificación de la oferta, la conformación de un inventario de vivienda para arrendamiento, la focalización 
de los hogares beneficiarios, la formación de los precios, la definición de la operación y administración de 
los inmuebles, las condiciones de entrega del inmueble o la renovación contractual, entre otras.  

Los anteriores aspectos han sido abordados de diversas maneras por países europeos, orientales y, más 
recientemente por latinoamericanos como Brasil, Chile, Colombia y México, que han avanzado en la 
exploración de iniciativas innovadoras de pequeña escala. El presente capítulo revisa experiencias 
internacionales, brindando una comparativa entre las ventajas y desventajas de los distintos modelos con el 
fin de generar recomendaciones que sirvan de insumo para el diseño de un programa de arrendamiento 
social en Colombia. 

2.1. Países miembros de la OCDE 

Casi todos los países de la OCDE y la Unión Europea (UE) reportan tener alguna forma de vivienda de 
alquiler social, presentando diferencias en la manera en que este es definido, las formas de provisión, los 
grupos objetivo y los acuerdos de financiación. 

Mientras que países como Dinamarca y Países Bajos asocian la vivienda social a la provisión por parte del 
sector sin ánimo de lucro, en Japón y Corea esta se refiere a viviendas de alquiler de provisión pública. 
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En cuanto a la fijación de las rentas, la mayoría de los países emplean una combinación de métodos, siendo 
los más comunes los sistemas basados en los ingresos del inquilino (OCDE, 2024), en los precios de 
mercado (utilizado en 17 países), en los costos de la vivienda, y en las características de la vivienda. 
Diecinueve países realizan ajustes de renta regulares, generalmente anuales, vinculándolos al Índice de 
Precios al Consumidor (IPC) o al aumento en los ingresos del inquilino. Por su parte, la diferencia entre la 
renta social y la renta de mercado puede ser notable, teniendo casos como los de Estonia y Polonia, donde 
las rentas sociales son apenas alrededor del 15% o 16% de las rentas de mercado. 

Respecto a la elegibilidad y asignación de estas viviendas, el criterio más extendido es el umbral de ingresos, 
adoptado por 26 países para asegurar que la ayuda se dirija a quienes la necesitan, mientras que también 
se utilizan criterios relacionados con la ciudadanía o residencia permanente. La asignación se realiza 
mediante criterios de prioridad que toman en cuenta factores como el tiempo en lista de espera, el nivel de 
ingresos, la discapacidad, la edad avanzada y las condiciones actuales de la vivienda del hogar. Algunos 
países también otorgan acceso prioritario a grupos vulnerables específicos, como las víctimas de violencia 
doméstica. 

Finalmente, existen diferencias en el derecho de los arrendatarios a comprar. Solo Irlanda y Malta ofrecen 
un derecho pleno a la compra con descuento, mientras que, en otros once países, esta opción está limitada 
a ciertos tipos de viviendas o se permite únicamente bajo condiciones específicas.  

2.2. Países Anglófonos 

En Australia, la vivienda social es un alquiler subsidiado ofrecido por organizaciones gubernamentales o sin 
ánimo de lucro, con rentas generalmente establecidas entre el 25% y el 30% del ingreso bruto del 
arrendatario. El derecho a la compra existe, pero depende de la regulación de cada estado y territorio. En 
Canadá, la vivienda social abarca viviendas públicas ofrecidas por entidades sin ánimo de lucro y 
cooperativas, y las rentas se determinan según el ingreso del hogar y el mercado. Irlanda ofrece diversos 
tipos de apoyo de vivienda social a través de las autoridades locales o asociaciones de vivienda, con una 
renta basada en los ingresos del arrendatario. Este se caracteriza por ser uno de los pocos países que otorga 
a los inquilinos un derecho pleno a la compra. 

En Nueva Zelanda el arrendamiento social se refiere a viviendas en renta destinadas a inquilinos elegibles 
para una renta subvencionada relacionada con sus ingresos, utilizando el mercado y los ingresos como 
factores principales para establecer la renta. Reino Unido (Inglaterra) define la vivienda social como 
alojamiento de alquiler de bajo costo, con una renta establecida mediante una fórmula que considera la 
condición, ubicación, ingresos locales y tamaño de la propiedad. Los inquilinos pueden ser elegibles para 
comprar con un precio descontado. Por su parte, Estados Unidos gestiona viviendas subsidiadas (incluida 
la vivienda pública y la asistencia de alquiler basada en proyectos) cuya renta se establece principalmente 
en función de los ingresos, aunque también se consideran el mercado y los costos. No hay un derecho a la 
compra generalizado, pero existen programas puntuales que lo permiten. 

2.3. Países Nórdicos, Bálticos y del Este 

En Dinamarca, las viviendas sociales son construidas y gestionadas por asociaciones sin fines de lucro, y la 
renta depende únicamente de los costos. De manera similar, Finlandia cuenta con apartamentos construidos 
con préstamos y subsidios, y la renta se determina según los costos y se ajusta según los costos de servicios 
públicos y mantenimiento. La oferta en Noruega, de carácter municipal, está destinada a los grupos más 
vulnerables, alentando a los municipios a cobrar rentas de mercado y subsidios para los más necesitados. 
Las rentas en Noruega se ajustan anualmente con el Índice de Precios al Consumidor. 

En la región báltica, Estonia gestiona la provisión de vivienda social a través de la autoridad local y la renta 
se establece principalmente según los costos y las características de la vivienda. Letonia ofrece viviendas 
sociales de propiedad o alquiladas por el gobierno local, con una renta que varía según el municipio y se 
determina de acuerdo con los costos, precios de mercado, ingresos y características de la vivienda. En 
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Lituania, la vivienda es de propiedad municipal y las rentas, que varían entre municipios, se determina según 
las características de la vivienda. 

En Polonia, la vivienda social se refiere principalmente a la vivienda municipal o a la gestionada por 
compañías de vivienda social. La renta la fija el municipio según las características de la vivienda y la 
ubicación, sin ajustes regulares. 

2.4. Mediterráneo y Asia 

Italia maneja tres tipos de vivienda de alquiler social (pública, subsidiada y privada social). La fijación de la 
renta se determina por los precios del mercado, las características de la vivienda y, en gran medida, los 
ingresos. Malta ofrece viviendas de alquiler de propiedad estatal con rentas basadas en una combinación de 
costos, mercado, ingresos y características, con ajustes cada dos años. Malta, al igual que Irlanda, 
proporciona a los inquilinos un derecho pleno de compra. Portugal ofrece viviendas con fijación de precios 
del arrendamiento determinada por el nivel de ingresos y sin ajustes regulares, y están dirigidas a hogares 
de bajos ingresos. 

En España, la Vivienda de Protección Pública se asigna a hogares de ingresos bajos a medios, y es provista 
por autoridades locales y organismos públicos. En Latinoamérica, Chile cuenta con vivienda pública alquilada 
a un precio inferior al del mercado mediante un subsidio de alquiler.  

Finalmente, en Asia, Japón proporciona vivienda pública con costos de renta por debajo de los del mercado 
para grupos de bajos ingresos. La renta se establece principalmente en función de los ingresos, con 
influencias del mercado, los costos y las características. 

La política habitacional en Corea del Sur está dirigida a la provisión del acceso a vivienda a través de 
viviendas públicas para alquiler, con precios inferiores a los del mercado, y no cuenta con elementos de 
asignación de subsidios ya sea para la adquisición o arrendamiento de vivienda. A través de su modelo, se 
han conseguido precios entre el 30 % y el 50 % del valor de mercado, para los hogares de los primeros y 
segundos deciles de ingresos, y entre el 50 % y el 80 % para aquellos del tercer y cuarto decil. Así mismo, 
estos programas incluyen criterios de priorización para grupos poblacionales como jóvenes, personas 
mayores y en condición de discapacidad. 

2.5. Evidencia en Colombia: Semillero de Propietarios 

En el año 2019 se creó el programa Semillero de Propietarios como un mecanismo de transición entre el 
arrendamiento y la propiedad de la vivienda. A través de este programa se asignaba al hogar beneficiario un 
subsidio familiar de vivienda (SFV) de arrendamiento de hasta 0,6 smlmv pagado durante 24 meses, hasta 
14,4 smlmv pagados durante 24 meses. Por su parte, el hogar debía destinar 0,43 smlmv mensuales, de los 
cuales 0,25 smlmv se destinaban a un ahorro del hogar y 0,18 smlmv, al canon de arrendamiento. Este último 
aporte podía ser superior dependiendo del valor del arriendo (Departamento Nacional de Planeación, 2019).  

Si bien este programa no cumplió con su objetivo inicial, de convertirse en un tránsito hacia la propiedad, al 
conseguir que únicamente el 8,0 % de los beneficiarios adquiriera una vivienda (Departamento Nacional de 
Planeación, 2025). El programa generó efectos positivos que hacen necesario replantear el objetivo inicial 
con el fin de mejorar las condiciones habitacionales y socio económicas de los hogares. 

La evaluación de impacto (Departamento Nacional de Planeación, 2025) reveló que, en materia habitacional, 
el programa logró reducir en cerca de 21 puntos porcentuales el déficit habitacional de la población 
beneficiada. Mientras que la población habilitada y no atendida presentaba un déficit del 51,05 %, este 
porcentaje fue de entre el 30,36 % y 30,88 % para los hogares beneficiados. Vale la pena destacar que este 
efecto se mantuvo aun después de finalizar la fase subsidiada del arrendamiento, donde muchos de los 
hogares beneficiados decidieron mantenerse en la vivienda en renta, o buscar otras cercanas y de 
condiciones similares, aun después de salir del programa. 
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En materia de entorno, se encontró una mayor probabilidad de que los hogares beneficiarios habitaran 
viviendas ubicadas cerca de equipamientos o espacios urbanos como hospitales, supermercados, 
droguerías, parques escenarios culturales, ciclo rutas y bibliotecas. 

En tercer lugar, se generó un impacto positivo en aspectos laborales. Para los hogares beneficiarios la 
probabilidad de trabajar aumentó entre un 7,68 % y 10,36 %, mientras que los ingresos recibidos se 
incrementaron entre 7,1 y el 10,8 %. Por último, el programa generó un impacto positivo del 5,4 % en la 
probabilidad de que los jefes de hogar hicieran parte del mercado laboral formal, en línea con la literatura 
que sugiere que, la reubicación de hogares a lugares con mayores oportunidades de empleo facilita la 
inserción al mercado (Katz, Kling, & Liebman, 2001). 

Como se ha observado, los programas de arrendamiento social deben considerar elementos de diagnóstico, 
formulación y operación del programa. En primer lugar, se deben determinar las necesidades de la población 
y condiciones socio económicas, con el objetivo de determinar el alcance del programa y generar insumos 
para su formulación. En segundo lugar, es necesario determinar los hogares que serán elegibles en el 
programa y los criterios de priorización de la población, donde se pueden considerar condiciones prioritarias 
de atención como condiciones de discapacidad o vulnerabilidad y la atención a situaciones de violencia o de 
afectación por desastres naturales, entre otras. Adicionalmente, se debe hacer una definición de actores y 
los mecanismos de incorporación de la oferta, lo que puede considerar elementos de construcción de 
vivienda para renta, la utilización y refacción de oferta existente, y los mecanismos de financiación del 
arrendamiento, entre otros. Con respecto a la fase de operación se debe definir los mecanismos de 
asignación y administración de los inmuebles, las condiciones contractuales, las condiciones mínimas de 
calidad y de restitución del inmueble.   

3. Reglamentación en Colombia 

El arrendamiento en Colombia se rige por lo dispuesto en la Ley 820 de 2003  y es definido como un acuerdo 
donde una de las partes concede el goce de un inmueble urbano destinado a vivienda, total o parcialmente, 
y la otra se compromete a pagar por este goce un precio determinado. Dicho acuerdo debe materializarse 
en un contrato, verbal o escrito, donde se identifiquen las personas que hacen parte del acuerdo, el bien 
inmueble o la parte de este, el precio y la forma de pago, y su término, entre otras cosas. Si bien la Ley 
prohíbe la solicitud de depósitos o cauciones reales para respaldar el pago del canon de arrendamiento, 
estas se permiten para el pago de servicios públicos. 

En materia de precio, se establece que este no puede superar el 1 % del valor comercial  del inmueble. Así 
mismo, se establece que el canon de arrendamiento se puede ajustar cada doce meses sin ser este ajuste 
superior al 100 % del incremento del Índice de Precios al Consumidor (IPC) en el año calendario 
inmediatamente anterior. Vale la pena destacar que el precio resultante no puede ser superior al 1 % 
anteriormente mencionado. 

Como causales de restitución, por parte del arrendador, se incluyen el no pago de rentas u otras expensas 
destinadas al arrendatario, el subarriendo total o parcial del inmueble, la afectación reiterada de la 
tranquilidad de los vecinos o la utilización del inmueble para actos delictivos, entre otras, previo aviso escrito 
no menor a tres meses y el pago de una indemnización de tres meses de arrendamiento.  Adicionalmente, 
se puede generar una cancelación en la fecha de vencimiento del término inicial o de sus prorrogas siempre 
y cuando se necesite el inmueble para su propia habitación por un término no menor a un año, cuando este 
deba ser demolido para una nueva construcción u obras, o cuando este deba ser entregado como obligación 
de un contrato de compraventa. En estos últimos casos se debe establecer una caución en dinero 
equivalente a seis meses del precio de arrendamiento a favor del arrendatario para garantizar el 
cumplimiento de la causal invocada dentro de los seis meses siguientes a la restitución. 

Frente al arrendatario, se considera como causal para la terminación unilateral la suspensión de los servicios 
públicos por acción del arrendador, por la incursión de actos que afecten el disfrute del inmueble por parte 
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del arrendador, o en la fecha de vencimiento. Así mismo, también se establece la posibilidad de dar por 
terminado el contrato en fechas diferentes al vencimiento, previa indemnización equivalente a tres meses de 
arrendamiento.   

Posteriormente, a través de la Ley 1955 de 2019  se estableció un procedimiento administrativo para la 
restitución del inmueble ante el presunto incumplimiento de las obligaciones de los beneficiarios del subsidio 
familiar de vivienda para arrendamiento. Si bien este procedimiento, que busca agilizar la restitución del 
inmueble dadas las demoradas generados por un proceso policivo, es exclusiva para aquellos casos donde 
medie el SFV, esta corresponde a una de las iniciativas normativas para proteger a los propietarios que 
hagan parte del mercado de renta. 

Vale la pena destacar que, antes del año 2016, el artículo 41 de la Ley 820 de 2003, establecía un mecanismo 
de fomento a la inversión que consistía en una exención de renta por un periodo de 10 años a las VIS 
construidas, por sociedades especializadas, destinadas para el arrendamiento. Dicha exención era aplicable 
a los fondos de inversión que destinaran recursos para estos inmuebles. 

Como se observa, dentro de la reglamentación existente en Colombia se establecen algunos elementos que 
pueden ser considerados como restricciones al desarrollo de una oferta de arrendamiento como la 
imposibilidad de exigir depósitos o cauciones reales para garantizar el cumplimiento de las obligaciones. Si 
bien, lo anterior busca proteger a los arrendatarios, se puede configurar como un impedimento a un esquema 
de garantías para el arrendador limitando el acceso de hogares que sean percibidos como “más riesgosos” 
limitando su acceso al mercado o trasladando el riesgo a un mayor precio, lo que sugiere la necesidad de 
incorporar elementos que se puedan constituir como garantías de protección a los propietarios. 

4. La situación habitacional en Colombia 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Calidad de Vida (ECV) 4,9 millones de hogares habitaban en 
condición de déficit habitacional en 2024 (26,8 % del total de hogares). El 25,4 % (1,2 millones de hogares) 
se clasifican en el componente cuantitativo del déficit y el 74,6 % (3,7 millones de hogares) en cualitativo 
(¡Error! No se encuentra el origen de la referencia.). 

Gráfica 1: Hogares por condición de déficit 2024 

 
Fuente: ECV 2024 

En materia de atención se tiene que, en los últimos 10 años, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
(MVCT) asignó 516.259 Subsidios Familiares de Vivienda1 (SFV), 48.131 por año en promedio. Lo anterior 

 
1 Se incluyen impuestos de mejoramiento de vivienda, en el marco de los Programa Casa Digna, Vida Digna o Programa de 
Mejoramiento de Vivienda; adquisición, a través de los Programas de Vivienda Gruita Fase I y II, Vivienda de Interés Prioritario para 

13.405.187 ; 
73%
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implica que, al año, el MVCT está atendiendo al 1 % de la población en situación de déficit con un costo de 
1,2 billones de pesos, esto sin tener en cuenta la formación de hogares.  

Tabla 1. Estimación de costos del déficit habitacional 2 

  
Déficit (millones de hogares) 

Valor unitario  Costo total 

(millones de pesos) (billones de pesos) 

Cuantitativo Cualitativo Total Cuantitativo Cualitativo Cuantitativo Cualitativo Total 

Cabecera 0,4  2,1  1,2  53,8  17,1  21,6  35,5  57,1  

Rural 0,8  1,6  3,7  99,6  25,6  84,4  40,8  125,2  

Total 1,2  3,7  4,9      106,0  76,3  182,3  

Fuente: Elaboración propia 

Adicionalmente, se calcula que atender la población en déficit podría tener un costo cercano a los 182 
billones de pesos (10,7 % del PIB de Colombia), sin tener en cuenta alternativas de política actuales, como 
la autogestión de vivienda, ni la formación de hogares. Así, con el objetivo de acelerar la reducción del déficit 
habitacional y mejorar las condiciones de vida de la población, se hace necesario plantear alternativas para 
mejorar la eficiencia de la política habitacional, desde un enfoque de progresividad y sostenibilidad financiera. 

Caracterización de la población 

El Gráfico 2 presenta la composición de los hogares de acuerdo con su tipo de tenencia y condición de déficit 
habitacional. Se observa que 7,5 millones de hogares acceden a su vivienda a través del arrendamiento 
(40,6 %), constituyéndola como la mayor forma de acceso a una vivienda, en ausencia de una política de 
arrendamiento social consolidada. Así mismo, se observa que en esta modalidad el 19,0 % de los hogares 
se encuentran en condición de déficit habitacional, porcentaje inferior al dato nacional (26,8 %) y que solo 
es superado por el tipo de tenencia “propia, la están pagando”, es decir, la vivienda nueva. 

Gráfico 1. Hogares por tipo de tenencia y condición de déficit 

 
Fuente: Elaboración propia con base en la ECV 2024 

 
Ahorradores, Mi Casa Ya y Semillero de Propietarios Ahorro; arriendo en el marco del Semillero de Propietarios Arriendo y; 
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En el Gráfico 2 se presenta la distribución por grupo Sisbén al interior de cada tipo de tenencia. Como se 
observa, la compra de vivienda está asociada principalmente a hogares en condición de vulnerabilidad y no 
vulnerables (Ay B), que agrupan el 96,1 % de los hogares que se encuentran en este grupo, lo que ayuda a 
explicar la baja incidencia del déficit que presenta este tipo de tenencia. 

Si bien, este tipo de tenencia presenta la menor incidencia del déficit, justificando la necesidad de políticas 
que fomenten el acceso a la vivienda en propiedad, nueva o usada, de lo anterior se pueden extraer la 
necesidad de profundizar en otros tipos de acceso, más utilizados por grupos poblacionales más vulnerables, 
como el arrendamiento. 

Gráfico 2. Distribución de tipo de tenencia por grupo Sisbén IV 

 

Fuente: Elaboración propia con base en la ECV 2023 

Como se ha visto, el déficit habitacional en Colombia sigue siendo un reto fundamental para la política social 
del país. Así, con el objetivo de aprovechar los impactos sociales y económicos derivados de la atención de 
los hogares en materia habitacional3 y teniendo en cuenta los altos costos de la política actual, y las 
dificultades para atender a los grupos de población más vulnerables, se hace fundamental plantear acciones 
que permitan complementar la política de vivienda y mejoren la eficiencia de la inversión pública. 

El artículo 51 de la Constitución Política de Colombia establece que “Todos los colombianos tienen derecho 
a vivienda digna”.  Para lo anterior, el artículo 5 de la Ley 3 de 1991 establece como condiciones conducentes 
a esto la construcción o adquisición de vivienda, la construcción o adquisición de unidades básicas de 
vivienda para el desarrollo progresivo, la adquisición o urbanización de terrenos para desarrollo progresivo, 
la adquisición de terrenos destinados a vivienda, la adquisición de materiales de construcción, el 
mejoramiento, habilitación y subdivisión de vivienda y la habilitación legal de los títulos de inmuebles 
destinados a la vivienda, entre otros. No obstante, la política habitacional reciente únicamente contiene 
elementos relacionados con el acceso a vivienda nueva en propiedad, la habilitación de títulos, la 
construcción en sitio propio en suelo rural y, más recientemente, el mejoramiento de vivienda y la autogestión.  

Así, con el objetivo de generar una política habitacional integral, se debe avanzar en el establecimiento del 
SFV en otras modalidades como el arrendamiento social. El establecimiento de esta modalidad permitirá 

 
3 Algunos ejemplos de estos efectos se pueden ver en (Departamento Nacional de Planeación, 2020), (Departamento 
Nacional de Planeación, 2021) y (Departamento Nacional de Planeación, 2025). 
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atender a una población que difícilmente va a ser cubierta por la política actual al mismo tiempo que reducirá 
los costos de la política permitiendo la atención de un número mayor de hogares. Por ejemplo, el costo de 
atención unitario del programa “Semillero de propietarios” en materia del SFV era de 14,4 %, que resulta 
inferior en un 61,9 % al costo unitario del programa Mi Casa Ya y del 79,4 % frente al programa de 
Autogestión de vivienda.  

El Gráfico 3 presenta la distribución de los ingresos del hogar por grupo Sisbén IV4. El grupo A, esto es 
hogares en condición de pobreza extrema, concentra sus ingresos entre 0,37 smlmv y 1,01 smlmv; el grupo 
B, u hogares pobres, entre 0,5 smlmv y 1,31 smlmv; el grupo C, u hogares vulnerables, entre 0,78 smlmv y 
2,27 smlmv y el grupo D, u hogares no vulnerables, entre 1,46 smlmv y 5 smlmv.  

Si bien se observa que no hay un nivel de ingresos que determine el tránsito de un hogar entre un grupo 
Sisbén y otro, lo cual es esperable teniendo en cuenta que el grupo Sisbén captura la situación 
socioeconómica del hogar y no solo sus ingresos, si se observa una relación positiva entre los ingresos y un 
mayor grupo Sisbén IV. Destaca el hecho que, para los grupos A y B más del 50 % recibe ingresos inferiores 
al salario mínimo reflejando la informalidad en su fuente de generación de estos. Si bien medidas asociadas 
a la democratización del crédito pueden favorecer su elegibilidad para hacer parte del mercado hipotecario, 
su situación financiera sigue siendo un factor de exclusión, ya sea por su incapacidad de acceder a estos o 
porque su capacidad de pago no es suficiente para destinar un monto importante al pago de una cuota 
mensual. 

Gráfico 3. Ingresos por hogar expresados en smlmv por grupo Sisbén IV 

 
Fuente: Elaboración propia con base en ENCV 2024 

La  

Tabla 25 presenta estimaciones de la cuota mensual y los ingresos requeridos para acceder a una vivienda 

de diferentes valores. Como se observa, la mayoría de la oferta VIS se encuentra entre cerca de 69,0 smlmv 
y 133,8 smlmv que, en condiciones “normales” del mercado hipotecario, implica un requerimiento de ingresos 
de entre 0,92 smlmv o de 1,78 smlmv.  

 
4 En los gráficos de caja, la línea inferior representa el valor mínimo; el segmento inferior de la caja, el percentil 25; la línea interior 

la mediana; la parte superior el percentil 75, y la línea superior, el valor máximo. Para el análisis, se eliminaron los valores atípicos. 
5 Los valores de la VIS corresponden a los diferentes percentiles para la oferta de vivienda VIS atendida en el marco de los programas 

de adquisición de vivienda. La relación cuota ingreso corresponde al 49,4 % (promedio), mientras que la tasa corresponde al 13,33 
% (promedio de los últimos 10 años) y se supone un crédito a 240 meses (20 años). 
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Tabla 2. Simulación cuota mensual e ingreso requeridos  

  
Valor vivienda 

(smlmv) 
Valor préstamo 

(smlmv) 
Cuota 

mensual 
Ingresos 

requeridos 
Ingresos requeridos 

(smlmv) 

p5 69,0 34,07 478.012,00 1.195.030,01 0,92 

p25 80,3 39,67 556.534,55 1.391.336,38 1,07 

p50 94,8 46,84 657.055,51 1.642.638,77 1,26 

p75 116,8 57,68 809.150,06 2.022.875,15 1,56 

p90 126,9 62,70 879.580,47 2.198.951,17 1,69 

p95 133,8 66,12 927.557,58 2.318.893,95 1,78 

Max 150,0 74,10 1.039.504,19 2.598.760,47 2,00 

Fuente: Elaboración propia 

Como se observa, gran parte de los hogares en condición de pobreza o pobreza extrema no cuentan los 
ingresos necesarios para acceder al mercado habitacional, a lo que se suma las restricciones ya 
mencionadas en nivel de crédito. Frente a lo anterior, surgen dos opciones de política para facilitar el acceso 
de aquellos hogares que no cuentan con una vivienda: i) fomentar políticas alternativas como el 
arrendamiento o ii) establecer sistemas de subsidio y fortalecimiento de acceso a crédito. El presente 
documento se centra en la primera alternativa, para lo cual se parte de una caracterización del mercado de 
renta en el país. 

 

5. Mercado de renta en Colombia 

De acuerdo con la ECV 2024, en el país habitan 7,5 millones de hogares en una vivienda en renta, el 40,4% 
de los hogares, lo que lo constituye como la forma de acceso principal en Colombia (Gráfico 4). De estos, el 
58,4 % tiene un contrato verbal y el 41,6 % un contrato escrito mostrando el alta “informalidad” que presenta 
este mercado. Estos hogares destinan a su arrendamiento cerca de 5 billones de pesos, haciendo que el 
arrendamiento en Colombia tenga un costo anual cercano a los 60 billones de pesos.   

Gráfico 4. Hogares por tipo de tenencia (2024) 
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Fuente: Elaboración propia con base en ENCV 2024 

En el Gráfico 5 se presenta la distribución del tipo de tenencia de acuerdo con las condiciones socio 
económicas de los hogares. Como se observa, el arrendamiento es relevante para todos los grupos socio 
económicos analizados y únicamente no es la principal forma de acceso para los hogares “no vulnerables” 
donde es superada por la propiedad. Se destaca que, el arrendamiento presenta una mayor participación 
para los grupos medios de condiciones socio económicas (hogares pobres o vulnerables) y reduce su 
participación en los extremos (pobreza extrema y no vulnerables), donde aumenta la relevancia del usufructo 
y la posesión, en los hogares en condición de pobreza extrema, y de la propiedad en los hogares vulnerables. 

Gráfico 5. Tipo de tenencia por grupo Sisbén IV (2024) 

  
Fuente: Elaboración propia con base en ENCV 2024 

Como se mencionó, más de 7 millones de hogares acceden a su vivienda a través del arrendamiento. De 
acuerdo con la ECV 2024, estos hogares pagan 5 billones de pesos mensuales, obteniendo un valor 
promedio del canon de arrendamiento de $ 671.839 pesos, lo que equivale a 0,52 smlmv. 

En el Gráfico 6 se presenta la distribución del pago de arrendamientos por grupo Sisbén IV. Como se 
observa, el valor de los arrendamientos aumenta al mejorar las condiciones socio económicas del hogar, 
resultado que es consistente con la expectativa de acceso a una mejor vivienda de las personas con mejores 
condiciones socio económicas. Para el grupo A, el 50% de los arrendamientos se encuentran entre $200.000 
y $400.000 pesos; para el grupo B, entre $300.000 y $550.00; para el grupo C, entre $400.000 y $700.000 
y; para el grupo D, entre $500.000 y $1.100.000.  

Gráfico 6. Costo de arrendamiento por grupo Sisbén IV 
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Fuente: Elaboración propia con base en ENCV 2024 

Por último, en el Gráfico 7 se muestra la proporción de ingresos del hogar destinados al pago del 
arrendamiento por grupo Sisbén IV, donde se muestra que los hogares con peores condiciones socio 
económicas destinan una proporción mayor de sus ingresos al pago del arrendamiento. En este, se observa 
que más del 50 % de la población destina más del 30% de sus ingresos en el grupo A y el B, teniendo una 
proporción significativa que destina más del 50 % de sus ingresos. Como se evidencia, la situación 
habitacional presenta la necesidad de una política de arrendamiento que permita reducir el porcentaje de 
sus ingresos destinados al arrendamiento, lo que, a su vez, puede mejorar sus condiciones habitacionales 
al permitir el acceso a una vivienda de mejor calidad.  

Gráfico 7. Proporción de ingresos destinados al arrendamiento por grupo Sisbén IV 

 

Fuente: Elaboración propia con base en ENCV 2024 

6. Modelo de arrendamiento: Una propuesta 

De acuerdo con las estimaciones realizadas a través de la ECV, el 90 % de los arrendamientos en Colombia 
se encuentran en valores entre $ 250.000 y $ 1.200.000, que equivalen a entre 0,2 smlmv y 0,9 smlmv.  

La presente sección busca presentar elementos técnicos para realizar una propuesta de modelo de 
arrendamiento que contribuya a la generación de una política integral de vivienda. Para lo anterior, se 
propone un esquema de SFV en la modalidad de arrendamiento, de acuerdo con los precios del mercado 
de arrendamiento en Colombia y con el nivel Sisbén de los hogares. 

Para la determinación del SFV se proponen encontrar los valores que equivaldrían al 50 % del costo de 
arrendamiento anual, presentados en la Tabla 3, para después validar el impacto en la carga del hogar para 
el pago del arrendamiento. 

Tabla 3. Valor anual del SFV por grupo Sisbén y percentil de costo de arrendamiento 

grupo_s4 Percentil 10 Percentil 25 Percentil 50 Percentil 75 Percentil 90 

A 0,5 0,9 1,4 1,8 2,5 

B 0,8 1,4 1,8 2,5 3,2 

C 1,2 1,8 2,3 3,2 4,4 

D 1,6 2,3 3,2 5,1 8,3 

Fuente: cálculos propios con base en la ECV 2024 

Para el grupo A, el valor del SFV anual estaría entre 0,5 smlmv y 2,5 smlmv, al tomar como referencia los 
percentiles 10 y 90 de los costos de arrendamiento; para el grupo B, estos valores se encontrarían entre 0,8 
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smlmv y 3,2 smlmv; para el grupo C, entre 1,2 y 4,4 smlmv y; por último, para el grupo D entre 1,6 smlmv y 
8,3 smlmv. Teniendo en cuenta, que la calidad de la vivienda debería ser directamente proporcional al costo 
del valor del arrendamiento, se debería buscar que el SFV sea seleccionado para los mayores percentiles 
en los grupos Sisbén más vulnerables, buscando mejorar la calidad habitacional de los hogares más 
vulnerables, por lo que se propone seleccionar un valor de 2,5 smlmv para los grupos A y B, es decir, los 
hogares en condición de pobreza, y de 2,3 smlmv para los grupos C y D. Vale la pena destacar que la 
formulación de la política debe evaluar la necesidad de incluir grupos como el D, que corresponde con 
hogares no vulnerables, o evaluar criterios de priorización que garanticen que los hogares con mayor 
vulnerabilidad sean atendidos primero.  

Así, por ejemplo, un subsidio equivalente a 2,5 smlmv mensuales, financiaría entre el 50 % y el 271 % de 
los arrendamientos actualmente pagados por los hogares en pobreza extrema, entre el 39 % y 150 % de los 
hogares en condición de pobreza, y entre el 26 % y el 100 %, del de los hogares en condición de 
vulnerabilidad. Si bien este valor es superior al canon de arrendamiento actual de algunas viviendas, se 
esperaría que muchos hogares decidan acceder a una vivienda de mejor calidad, como resultado del 
programa.  

Tabla 4. Porcentaje del canon de arrendamiento cubierto por el SFV 

grupo_s4 Percentil 10 Percentil 25 Percentil 50 Percentil 75 Percentil 90 

A 271% 135% 90% 68% 50% 

B 150% 90% 68% 49% 39% 

C 100% 62% 50% 36% 26% 

D 71% 50% 36% 23% 14% 

Fuente: elaboración propia 

Un subsidio de este valor, pagado durante 24 meses tendría un costo de entre 4,6 y 5 smlmv, cercano al 
12,5 % del costo actual de la atención de un hogar a través de adquisición, al 32 % del costo de un SFV de 
mejoramiento, y del 6,9 % del costo de una intervención autogestionada. 

En la tabla 6 se presentan modelaciones de subsidiar diferentes porcentajes de un arrendamiento 
equivalente al percentil 90 de las viviendas del grupo A. En esta, se presenta el ingreso disponible para los 
percentiles 10, 25, 50, 75 y 90, es decir, la cantidad de dinero disponible para acceder a una vivienda si 
utilizara como máximo 1/3 de sus ingresos (fila ingreso disponible), el valor del subsidio y su costo anual, así 
como el valor residual de arrendamiento, es decir el monto que debería ser cubierto por el hogar. Un hogar 
del percentil 10 de ingresos (color verde), con una capacidad de pago de 0,05 smlmv (cerca de 70 mil pesos) 
del grupo A del Sisbén, solo podría acceder a una vivienda del percentil 10 de costos (en este caso se tiene 
en consideración la totalidad del mercado y no aquellas destinadas a hogares en condición de pobreza 
extrema al ser el acceso a una vivienda de mejor calidad uno de los objetivos de la política), si recibe un 
subsidio del 0,17 smlmv mensuales (1,99 smlmv al año). Para acceder a una vivienda del decil 25 de costos 
de arrendamiento, requeriría un SFV de 0,25 smlmv, mientras que para acceder a una vivienda del percentil 
50, el SFV debería ascender a 0,37 smlmv. Vale la pena destacar que los valores del SFV aquí presentados, 
son inferiores en todos los casos al valor actual del SFV que equivale a 0,6 smlmv. 

En el caso de los hogares del percentil 25 del Grupo A del Sisbén IV (color azul), con ingresos disponibles 
de 0,12 smlmv, que tampoco podrían acceder a las viviendas de referencia en ausencia de un SFV, 
requerirían de un SFV de 0,08 smlmv para acceder a una vivienda del percentil 10, de 0,17 smlmv para 
acceder a una del percentil 25 y de 0,29 del percentil 50. Vale la pena destacar que, en los valores 
referenciados del SFV, estos hogares no tendrían capacidad de pago para acceder a viviendas del percentil 
75 ni 90. Un análisis similar se puede hacer para los hogares del percentil 50 (0,22 smlmv), 75 (0,34 smlmv) 
y 90 (0,47 smlmv). Así mismo, en los Anexo 1, 2 y 3 se incluyen las modelaciones para hogares del grupo B, 
C y D del Sisbén IV.    
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Tabla 5. Modelaciones porcentaje subsidiado y capacidad de acceso a Vivienda – Hogares Grupo A 

Grupo A Arrendamiento residual 

Ingreso disponible (smlmv) 0,05 0,12 0,22 0,34 0,47 

Porcentaje subsidiado Valor subsidio Costo anual Percentil 10 Percentil 25 Percentil 50 Percentil 75 Percentil 90 

0% - - 0,19 0,28 0,39 0,58 0,92 

10% 0,04 0,50 0,15 0,24 0,35 0,54 0,88 

20% 0,08 1,00 0,11 0,20 0,31 0,49 0,84 

30% 0,12 1,50 0,07 0,16 0,27 0,45 0,80 

40% 0,17 1,99 0,03 0,11 0,23 0,41 0,76 

50% 0,21 2,49 - 0,07 0,19 0,37 0,72 

60% 0,25 2,99 - 0,03 0,15 0,33 0,67 

70% 0,29 3,49 - - 0,10 0,29 0,63 

80% 0,33 3,99 - - 0,06 0,24 0,59 

90% 0,37 4,49 - - 0,02 0,20 0,55 

100% 0,42 4,98 - - - 0,16 0,51 

Fuente: Elaboración propia 

A continuación se presenta una propuesta de política de arrendamiento social: 

Criterios de elegibilidad y focalización 

La participación de los hogares debe responder a sus condiciones socio económicas y pueden incluir 
características particulares de estas que generen algún tipo de condición de vulnerabilidad. Así mismo, los 
criterios de elegibilidad deben tener en consideración los mecanismos de priorización del programa para 
garantizar que los beneficios lleguen a los hogares que más lo necesitan. 

Así por ejemplo, un hogar del grupo D, es decir no vulnerable, podría ser elegible a una política de 
arrendamiento siempre y cuando la focalización se encargue de asignar el beneficio primero a los hogares 
que más lo necesitan. Si por el contrario, se implementan sistemas de “primer llegado, primer atendido”, los 
criterios de elegibilidad deberían ser lo suficientemente rígidos para prevenir que los beneficios lleguen a los 
hogares menos necesitados. 

Para efectos de la política de arrendamiento, se pude proponer los criterios de elegibilidad en función del 
grupo Sisbén. Es decir, habilitar a los hogares que se encuentren en condición de vulnerabilidad en el mejor 
de los casos (Grupo A, B y C del Sisbén). En el caso del grupo D, debe evaluarse su inclusión siempre y 
cuando el modelo planteado considere una priorización para los demás grupos poblacionales.  

Por último, se deben considerar criterios de elegibilidad asociados a hogares con miembros en condición de 
discapacidad, con personas víctimas de la violencia, monoparentales con hijos u aquellos afectados por 
fenómenos naturales que hayan afectado su vivienda. 

Frente a la focalización, además de las condiciones socio económicas del hogar, se pueden incluir criterios 
territoriales con el objetivo de incorporar un carácter territorial a la política. Dentro de estos se puede tener 
en cuenta la condición rural o urbana de la población o vivienda, el tamaño del municipio y su porcentaje de 
déficit, entre otros. 

Mecanismos de promoción a la demanda 

Grupo SFV mensual 
Número de 
periodos 

Costo total 

A 0,4 24 9,6 

B 0,3 24 7,2 

C 0,25 24 6 
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D 0,2 24 4,8 

Se propone un SFV hasta 9,6 smlmv pagados durante 24 meses. Este valor equivale al 13,7 % del costo de 
un SFV de autogestión, al 25,4 % de un SFV de adquisición de vivienda y 64 % del costo de un mejoramiento 
urbano. 

Mecanismos de promoción a la oferta 

Para consolidar una política de arrendamiento se deben considerar mecanismos de provisión de oferta de 
pequeña y mayor escala. 

La oferta de pequeña escala corresponde a unidades vacantes que ya hacen parte del stock (vivienda en 
renta o desocupada) o a unidades de segunda vivienda destinadas a la renta social. Con el objetivo de 
promover este tipo de oferta, que se puede constituir como una forma de generación de ingresos de los 
hogares arrendadores, se debe plantear un marco regulatorio adecuado que facilite la recuperación del 
inmueble en casos de no pago. Así mismo, se pueden generar incentivos de carácter tributario y no tributario 
para las viviendas destinadas a la renta social, como podría ser la exención a la renta o mecanismos para 
reducir el costo financiero de créditos hipotecarios para la adquisición, o articular la oferta vacante con 
programas de mejoramiento o ampliación de vivienda. 

En segundo lugar, se deben considerar modelos que permitan generar una oferta de mayor escala dentro 
de los que se encuentran los modelos de construcción de proyectos destinados a la renta social. Este tipo 
de modelos presentan una complejidad mayor en la administración de las unidades, así como periodos 
mayores de maduración, requiriendo la participación de capital privado y agentes especializados, que sin 
embargo, generan una oportunidad de mercado en esta alternativa. Para su promoción, además de los 
mecanismos de protección al propietario y posibles beneficios fiscales, se debe considerar la participación 
de fondos de inversión (capital), agentes especializados para la administración de proyectos (administración) 
y desarrolladores (construcción). Así mismo, se deben explorar modelos de alianzas público- privadas, donde 
el sector público provea el suelo o edificaciones subutilizadas y los agentes privados se encarguen de la 
construcción o refacción de las unidades. 

 

7. Conclusiones y Recomendaciones 

 
La inclusión del arrendamiento social es importante para desarrollar una política habitacional integral y 
eficiente en Colombia. El desafío del déficit habitacional es significativo, afectando a 4,9 millones de hogares 
en 2024, y su atención a través de los programas tradicionales puede resultar costosa, con un valor estimado 
cercano a los $182 billones de pesos, lo que equivale al 10,7% del Producto Interno Bruto (PIB). Para 
acelerar la reducción del déficit y mejorar las condiciones de vida, es fundamental complementar la política 
actual y optimizar la inversión pública. 

Si bien la política habitacional se ha centrado en la adquisición de vivienda, y más recientemente en el 
mejoramiento, el arrendamiento es la principal forma de acceso a la vivienda en Colombia, al ser la forma 
de acceso de 7,5 millones de hogares, 40,6 % del total. Esta modalidad, ofrece beneficios claros: es más 
económica que la adquisición o construcción, proporciona mayor movilidad a los hogares, permite liberar 
recursos que el hogar puede destinar a otras necesidades básicas, puede tener beneficios en materia de 
formalidad laboral y generación de ingresos al acercar a las personas a mercados desarrollados y elimina 
en gran medida los altos costos de transacción asociados a la adquisición de un inmueble.  

La implementación de un modelo de arrendamiento social es esencial para atender a los grupos de población 
más vulnerables. Una gran parte de los hogares en condición de pobreza y pobreza extrema (Grupos A y B 
del Sisbén) no tienen los ingresos ni la capacidad financiera para acceder al mercado hipotecario. Para estos 
hogares, el arriendo no subsidiado consume una proporción significativa de sus ingresos. Un SFV de 
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arrendamiento tendría un costo significativamente menor (por ejemplo, entre el 25,4 % y el 65 % del costo 
de un SFV para adquisición o mejoramiento, respectivamente), permitiendo atender a un mayor número de 
hogares. 

No obstante, la consolidación de esta política requiere abordar los retos del mercado de renta colombiano. 
La alta informalidad (58,4% de contratos verbales) y la reglamentación que impide exigir depósitos o 
cauciones reales para respaldar el pago del arriendo, pueden ser barreras para que los propietarios ofrezcan 
sus inmuebles, especialmente a hogares percibidos como "más riesgosos". Por ello, se propone establecer 
un marco regulatorio adecuado que incluya mecanismos de protección al propietario, como la agilización de 
la restitución del inmueble en caso de incumplimiento, e incentivos de carácter tributario y no tributario (como 
exenciones de renta o mecanismos para reducir el costo financiero) para fomentar la oferta. 

Finalmente, el diseño de la política debe ser riguroso, definiendo claramente los criterios de elegibilidad y 
focalización basados en las condiciones socioeconómicas (Grupos A, B y C del Sisbén) y en criterios de 
vulnerabilidad (discapacidad, víctimas, etc.), para asegurar que el beneficio llegue a quienes más lo 
necesitan. Se debe promover la oferta tanto de pequeña escala (segunda vivienda) como de mayor escala 
(proyectos de construcción para renta social), explorando la participación de fondos de inversión, agentes 
especializados y alianzas público-privadas. 
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Anexos 
Anexo 1. Modelaciones porcentaje subsidiado y capacidad de acceso a Vivienda – Hogares Grupo B 

Grupo B Arrendamiento residual 
Ingreso disponible (smlmv) 0,08 0,17 0,29 0,44 0,64 

Porcentaje subsidiado Valor subsidio Costo anual Percentil 10 Percentil 25 Percentil 50 Percentil 75 Percentil 90 
0% - - 0,19 0,28 0,39 0,58 0,92 

10% 0,04 0,50 0,15 0,24 0,35 0,54 0,88 
20% 0,08 1,00 0,11 0,20 0,31 0,49 0,84 
30% 0,12 1,50 0,07 0,16 0,27 0,45 0,80 
40% 0,17 1,99 0,03 0,11 0,23 0,41 0,76 
50% 0,21 2,49 - 0,07 0,19 0,37 0,72 
60% 0,25 2,99 - 0,03 0,15 0,33 0,67 
70% 0,29 3,49 - - 0,10 0,29 0,63 
80% 0,33 3,99 - - 0,06 0,24 0,59 
90% 0,37 4,49 - - 0,02 0,20 0,55 

100% 0,42 4,98 - - - 0,16 0,51 

 

Anexo 2. Modelaciones porcentaje subsidiado y capacidad de acceso a Vivienda – Hogares Grupo C 

Grupo C Arrendamiento residual 
Ingreso disponible (smlmv) 0,12 0,26 0,46 0,76 1,12 

Porcentaje subsidiado Valor subsidio Costo anual Percentil 10 Percentil 25 Percentil 50 Percentil 75 Percentil 90 
0% - - 0,19 0,28 0,39 0,58 0,92 

10% 0,04 0,46 0,15 0,24 0,36 0,54 0,88 
20% 0,08 0,92 0,12 0,20 0,32 0,50 0,85 
30% 0,12 1,38 0,08 0,17 0,28 0,46 0,81 
40% 0,15 1,85 0,04 0,13 0,24 0,42 0,77 
50% 0,19 2,31 - 0,09 0,20 0,38 0,73 
60% 0,23 2,77 - 0,05 0,16 0,35 0,69 
70% 0,27 3,23 - 0,01 0,13 0,31 0,65 
80% 0,31 3,69 - - 0,09 0,27 0,62 
90% 0,35 4,15 - - 0,05 0,23 0,58 

100% 0,38 4,62 - - 0,01 0,19 0,54 

 

Anexo 3. Modelaciones porcentaje subsidiado y capacidad de acceso a Vivienda – Hogares Grupo D 

Grupo D Arrendamiento residual 
Ingreso disponible (smlmv)                0,26                 0,49                     0,91                     1,67               2,88  

Porcentaje subsidiado Valor subsidio Costo anual  Percentil 10   Percentil 25   Percentil 50   Percentil 75   Percentil 90  
0% - - 0,19 0,28 0,39 0,58 0,92 

10% 0,04 0,46 0,15 0,24 0,36 0,54 0,88 
20% 0,08 0,92 0,12 0,20 0,32 0,50 0,85 
30% 0,12 1,38 0,08 0,17 0,28 0,46 0,81 
40% 0,15 1,85 0,04 0,13 0,24 0,42 0,77 
50% 0,19 2,31 - 0,09 0,20 0,38 0,73 
60% 0,23 2,77 - 0,05 0,16 0,35 0,69 
70% 0,27 3,23 - 0,01 0,13 0,31 0,65 
80% 0,31 3,69 - - 0,09 0,27 0,62 
90% 0,35 4,15 - - 0,05 0,23 0,58 

100% 0,38 4,62 - - 0,01 0,19 0,54 

 

 

 


